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INFORMACIONES LABORALES

La transposición de la Directiva (UE) 2023/970 sobre 
transparencia retributiva: incumplimiento del plazo y un 
proyecto de Real Decreto.
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El pasado 7 de junio finalizó el plazo de 
transposición de la Directiva (UE) 2023/970 
sobre transparencia retributiva sin que el Estado 
español haya cumplido sus obligaciones de 
transposición. Por el momento, el Gobierno solo 
ha dado a conocer un proyecto de Real Decreto 
de transposición que, sin embargo, aún no ha sido 
aprobado. El proyecto supondrá la modificación 
del Real Decreto 902/2020, de 13 de octubre, 
de igualdad retributiva entre mujeres y hombres 
y parte de la idea de ser una trasposición parcial 
al considerar que “gran parte de las obligaciones 
previstas por la Directiva (UE) 2023/970, de 10 
de mayo de 2023, ya se encuentran recogidas 
de manera expresa en nuestro ordenamiento 
jurídico o cuentan con referencias legales”. Sin 
embargo, las novedades son varias y de calado:

• Refuerzo del principio de transparencia 
retributiva. Las empresas deberán poner 
a disposición de la plantilla los criterios 
objetivos y neutros utilizados para 
determinar la retribución y los niveles 
retributivos aplicables. En las empresas de 
cincuenta o más personas trabajadoras, esta 
información deberá comprender también 
los criterios de progresión retributiva. 
Se establece, asimismo, como concepto 
operativo, que los niveles retributivos 
(definición incluida en la Directiva art. 
3.1.b.) deberán expresarse en términos de 
retribución bruta anual y de retribución 
bruta por hora.

• Las personas trabajadoras tendrán 
un derecho a solicitar y recibir por escrito 
información sobre su nivel retributivo 
individual y sobre los niveles retributivos 
medios, desglosados por sexo, en los grupos 
o categorías de personas trabajadoras que 
realicen el mismo trabajo o un trabajo de 
igual valor. La solicitud podrá formularse 
directamente por la persona trabajadora, 
o bien a través de su representación en 
la empresa o un organismo especializado 
en igualdad. La empresa estará obligada 
a responder en el plazo máximo de dos 
meses y a informar a sus empleados 
sobre su derecho a solicitar y recibir esta 
información, al menos una vez al año.

• Protección de datos personales y co-
municación de información retributiva. 
Cuando la información solicitada pueda 
implicar, directa o indirectamente, la iden-
tificación de la retribución de una persona 
trabajadora distinta de la solicitante, la em-
presa únicamente podrá facilitarla a la re-
presentación legal de las personas trabaja-
doras y deberá adoptar, sin que se precisen, 
las medidas necesarias para garantizar que 
los datos personales tratados no se utilicen 
con fines distintos de la aplicación del prin-
cipio de igualdad retributiva.

• Nulidad de cláusulas de confidencialidad 
salarial, incluidas en pactos individuales o 
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decisiones unilaterales, que impidan a las 
personas trabajadoras revelar información 
sobre su retribución.

• Ampliación del contenido obligatorio 
de la auditoría retributiva. De acuerdo con 
el borrador, deberá incluir la proporción 
de personas trabajadoras por sexo en cada 
categoría, los niveles retributivos medios y las 
diferencias existentes, las razones objetivas 
y neutras que, en su caso, justifiquen dichas 
diferencias y la proporción de trabajadores 
que hayan recibido mejoras retributivas 
tras permisos de nacimiento, adopción o 
acogimiento. El proyecto establece que, 
en caso de detectarse, la empresa deberá 
corregir las diferencias injustificadas 
en un plazo máximo de dos meses e 
incorporar un sistema de seguimiento 
de la implementación de mejoras y de 
evaluación de la eficacia de las medidas 
adoptadas en auditorías anteriores.

• El proyecto contempla un período de 
adaptación para las valoraciones de puestos 
de trabajo y auditorías retributivas vigentes, 
cuyo plazo concreto está aún pendiente 
de determinación en el texto definitivo. 
Hasta que se produzca la adaptación, los 
instrumentos elaborados conforme a la 
normativa anterior conservarán su validez.

Se ha destacado que el proyecto de transpo-
sición omite algunos contenidos de la Directiva: 
transparencia precontractual, el derecho de los 
candidatos a conocer la banda salarial antes de 
la contratación, la prohibición de preguntar por 
el historial retributivo o el sistema de informes 
cíclicos, cuya periodicidad se fija en la norma de 
la Unión en atención al tamaño de empresa y 
especialmente la ausencia de toda referencia a la 
evaluación retributiva conjunta que la directiva 
impone cuando se compruebe que exista una 
brecha retributiva superior al 5%. 

El incumplimiento de la obligación de 
transposición además de situar a España en una 
situación de incumplimiento frente a la Unión 
Europea de la que podrían derivar procedimientos 
de infracción por parte de la Comisión Europea, 
supone una situación de inseguridad jurídica para 
empresas y profesionales de los recursos humanos. 
Aunque las Directivas no producen, en principio, 
efectos directos entre particulares, los Tribunales 
pueden, en determinados casos, dotar de eficacia 
directa a algunos de sus contenidos cuando sean 
lo suficientemente claros y precisos. Ello podría 
suponer que judicialmente se amparase alguna 
reclamación de aplicación directa de la Directiva 
a pesar de no estar transpuesta. Una eventualidad 
que se incrementa en el caso del sector público 
que se sitúa en una posición más expuesta que la 
empresa privada.

Por ello y porque los cambios son de calado 
parece prudente adoptar algunas medidas 
que anticipen el cumplimiento del deber de 
transparencia retributiva y permitan ir asimilando 
los nuevos retos de transparencia: comenzar 
a revisar la estructura retributiva aplicando 
los criterios europeos; introducir medidas de 
transparencia de forma voluntaria; preparar y 
documentar las justificaciones objetivas para 
las potenciales brechas retributivas; poner en 
marcha medidas correctoras o documentar y 
formalizar los criterios retributivos.
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Jubilación parcial anticipada en el empleo público: 
nuevas obligaciones para las Administraciones Públicas 
y modalidades de cobertura de la plaza del relevista.

El Real Decreto-ley 19/2026, de 29 de junio, 
de medidas urgentes en materia de jubilación 
parcial anticipada del personal laboral de las 
Administraciones Públicas, introduce un conjunto 
de modificaciones de relevancia en la regulación 
de esta figura en el ámbito del empleo público. 
En virtud de esta reforma, las Administraciones 
Públicas quedan obligadas a prever expresamente 
las jubilaciones parciales en sus ofertas de empleo 
público o en los instrumentos equivalentes de 
gestión de recursos humanos, de suerte que 
la cobertura de la plaza correspondiente al 

trabajador relevista habrá de articularse a través 
de dichos mecanismos de acceso. Con carácter 
complementario, la norma contempla la posibilidad 
de recurrir a la contratación temporal para cubrir 
la vacante generada, habilitando de este modo 
la figura del relevista de carácter temporal. Con 
carácter subsidiario, se admite asimismo vincular 
la jubilación parcial a un contrato de trabajo fijo 
a tiempo completo previamente formalizado en el 
período comprendido entre el 1 de abril de 2024 y 
el 1 de abril de 2027.

Jurisprudencia. La información a la representación legal de los trabajadores es un 
deber empresarial que no requiere solicitud previa.

Es por todos conocido que el ordenamiento jurídico establece la obligación empre-
sarial de suministrar determinadas informaciones a la representación legal de los 
trabajadores. Una reciente sentencia del Tribunal Supremo de 24 de junio aclara que 
“estamos ante una obligación positiva y directa, sin que quepa interpretar que dicha 
obligación solo surge o se desencadena tras la solicitud de los representantes de las per-
sonas trabajadoras” sin que, para cumplir con dichas obligaciones, los representantes 
de las personas trabajadoras tengan la carga de solicitar a la entidad empleadora que 
les informe o entregue la documentación a la que está legalmente obligada, sino que 
“es la empresa la que tiene que informar y hacer entrega de esa documentación en los 
plazos legalmente establecidos, sin que tenga que ser requerida para ello”.

La sentencia, tras declarar que se vulneró el derecho a la información de los 
representantes de los trabajadores, reconoció una indemnización de 1.500 € en 
concepto de daños y perjuicios mucho más modesta que los 60.000 reclamados, pero 
conviene recordar que dicha cuantía se determina en cada procedimiento y que dicho 
incumplimiento también está tipificado en la LISOS como una infracción grave que 
puede suponer sanciones de 751 a 7.500 €.

En cualquier caso, queda claro con esta sentencia, que las empresas no pueden esperar 
el requerimiento de la representación unitaria para cumplir con sus obligaciones 
informativas, sino que deben cumplir con ellas en la periodicidad establecida legalmente. 
Una obligación que, por imperativo de la Ley Orgánica de Libertad Sindical, alcanza 
también a los delegados sindicales que puedan existir de conformidad con el art. 10 
LOLS (empresas o centros de trabajo de más de 250 trabajadores y secciones sindicales 
con presencia en el comité de empresa o con delegados de personal).

https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2026-14113
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Jurisprudencia. El Tribunal Supremo rechaza exigir la condición de cuidador a los 
familiares para acceder al permiso retribuido de cinco días.

El Tribunal Supremo ha confirmado la nulidad de la práctica empresarial consistente 
en exigir a las personas trabajadoras, además de la acreditación del hecho causante 
y del vínculo familiar correspondiente, la demostración previa de su condición de 
cuidadores efectivos o de la convivencia con el familiar para poder disfrutar del permiso 
retribuido de cinco días previsto en el artículo 37.3.b) del Estatuto de los Trabajadores.
El litigio tuvo su origen en una demanda de conflicto colectivo promovida por varias 
organizaciones sindicales frente a una empresa que venía condicionando la concesión 
de este permiso a la acreditación adicional de que la persona trabajadora ejercía 
efectivamente funciones de cuidado sobre el familiar afectado o convivía con él. La 
Audiencia Nacional estimó la demanda y declaró nula dicha práctica por entender 
que imponía requisitos no previstos legalmente. Disconforme con esta resolución, la 
empresa interpuso recurso de casación ante el Tribunal Supremo, defendiendo que la 
Directiva (UE) 2019/1158 configura esta figura como un «permiso para cuidadores» y 
que, por tanto, resultaba legítimo exigir la acreditación de dicha condición para evitar 
posibles usos fraudulentos del derecho.

El Tribunal Supremo destaca que el artículo 37.3.b) distingue claramente dos grupos 
de beneficiarios:

• Por un lado, el cónyuge, la pareja de hecho y los familiares hasta el segundo 
grado de consanguinidad o afinidad.

• Por otro, «cualquier otra persona distinta de las anteriores» que conviva con 
la persona trabajadora en el mismo domicilio y requiera su cuidado efectivo.

A juicio del Tribunal, la exigencia de convivencia y de necesidad de cuidado efectivo 
únicamente resulta aplicable a este segundo grupo de personas no familiares. En 
consecuencia, imponer tales requisitos a los familiares incluidos en el primer grupo 
supone añadir condiciones no contempladas por la norma.

El Tribunal Supremo rechaza la interpretación sostenida por la empresa, basada en la 
Directiva (UE) 2019/1158, recordando que la normativa europea establece estándares 
mínimos de protección, permitiendo a los Estados miembros ampliar los derechos 
reconocidos. En este sentido, considera que el legislador español, al transponer la 
Directiva, optó deliberadamente por configurar un régimen más favorable para los 
familiares directos, sin exigir la acreditación previa de convivencia ni de la condición 
de cuidador.

Por último, la sentencia aclara que el concepto de «cuidado efectivo» debe interpretarse 
de manera amplia. La atención a una persona enferma o hospitalizada no se limita 
necesariamente a cuidados físicos o presenciales, sino que puede comprender múltiples 
formas de asistencia y acompañamiento que justifican la ausencia al trabajo.

No obstante, el Alto Tribunal recuerda que el ejercicio del permiso debe responder a 
su finalidad legal y no puede utilizarse de forma fraudulenta. Ahora bien, la eventual 
existencia de fraude de ley o abuso de derecho deberá ser acreditada por la empresa en 
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cada supuesto concreto, sin que resulte admisible establecer controles preventivos o 
requisitos generales adicionales para toda la plantilla.

Esta resolución refuerza la necesidad de adaptar las políticas internas de gestión de 
permisos retribuidos al tenor literal del artículo 37.3.b) del Estatuto de los Trabajadores. 
En particular, las empresas no pueden exigir a quienes soliciten el permiso por 
familiares incluidos en el ámbito legalmente protegido que acrediten convivencia, 
dependencia o condición de cuidador efectivo, bastando la justificación del hecho 
causante y del correspondiente vínculo familiar.

Jurisprudencia. La AN considera retribuidos los permisos por asistencia a exámenes.

Una reciente sentencia de la Audiencia Nacional ha considerado que los permisos 
reconocidos en el art. 23.1.a) del TRLET para concurrir a exámenes cuando se cursen 
“con regularidad estudios para la obtención de un título académico o profesional” son 
retribuidos.

Aunque la sentencia resuelve un conflicto colectivo interpuesto contra las empresas 
del Grupo Acciona Energía en torno a la interpretación del artículo 25.2 del convenio 
colectivo del grupo, afirma, de manera cuestionable, que de una interpretación 
sistemática y finalista del artículo 23.1.a) del TRLET se obtiene que el permiso para 
concurrir a los “exámenes necesarios” constituye una ausencia retribuida equiparable 
a las previstas en el artículo 37.3 del mismo texto legal, conclusión que quedaría 
reforzada por el mandato constitucional de promover la formación y el derecho a la 
educación reconocido en el artículo 27 de la Constitución.

En consecuencia, la Audiencia considera que, dado que el régimen legal actúa como 
mínimo de derecho necesario, el convenio colectivo no puede privar a dicho permiso de 
su carácter retribuido, declarándose el derecho de los trabajadores afectados a percibir 
su retribución durante el tiempo de asistencia a exámenes oficiales.

Debe advertirse que estamos ante una sentencia frente la que cabe recurso y que debe 
ser valorada cautelosamente por cuanto existe jurisprudencia del Tribunal Supremo 
de la que puede desprenderse el carácter no retribuido del permiso reconocido en el 
art. 23.1.a del TRLET y que, precisamente, una interpretación sistemática y literal del 
precepto aboga por negar ese carácter retribuido. Habrá que estar muy atento a lo que 
pueda indicar el Tribunal Supremo.
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La información contenida en este Boletín constituye una síntesis que no puede ser aplicada sin un asesoramiento legal previo.
Quedamos a su disposición para cualquier comentario o aclaración sobre la información contenida en este documento en: newsletter@antras.net.

Jurisprudencia. Duración del permiso por hospitalización de familiares: el alta médica, 
no la hospitalaria, marca el fin del disfrute del derecho.

El actual art. 37.3 b) del TRLET reconoce a las personas trabajadoras un permiso 
retribuido de “Cinco días por accidente o enfermedad graves, hospitalización o 
intervención quirúrgica sin hospitalización que precise reposo domiciliario del 
cónyuge, pareja de hecho o parientes hasta el segundo grado por consanguineidad o 
afinidad, incluido el familiar consanguíneo de la pareja de hecho, así como de cualquier 
otra persona distinta de las anteriores, que conviva con la persona trabajadora en el 
mismo domicilio y que requiera el cuidado efectivo de aquella”. La jurisprudencia ha 
ido aclarando diversas cuestiones referidas tanto al supuesto de hecho, beneficiarios 
como a su dinámica.

Una reciente sentencia del Tribunal Supremo nos ofrece pautas sobre su duración en 
una resolución que, que, si bien se refiere al conflicto colectivo planteado en torno a 
la interpretación de un convenio, resulta de utilidad para interpretar el derecho legal 
dada su coincidencia.

En el conflicto, la empresa y los sindicatos mantenían interpretaciones opuestas: 
mientras que la representación legal de las personas trabajadoras sostenía que los 
cinco días debían disfrutarse siempre y en todo caso, con independencia de que el 
familiar siguiera o no hospitalizado, bastando la justificación de la hospitalización, 
la representación empresarial sostuvo que los cinco días eran un “máximo” y que el 
permiso decaía si la hospitalización terminaba antes de ese plazo. 

El Tribunal nos aclara que la duración del permiso no está vinculada al alta hospitalaria 
cuando esta no va acompañada del alta médica. El alta hospitalaria significa que 
el paciente ya no necesita estar ingresado en el centro hospitalario, pero no excluye 
que precise cuidados en su domicilio y tratamiento ambulatorio. Recuerda que 
normalmente, el alta hospitalaria no va acompañada del alta médica pues la atención 
sanitaria suele continuar en el domicilio del paciente. Sin embargo, aclara que si 
además del alta hospitalaria, se ha cursado el alta médica antes de que transcurra 
el plazo máximo de cinco días, su justificación, consistente en cuidar del pariente 
hospitalizado, habrá desaparecido. Considera que “ello no significa que ese permiso 
pueda destinarse a fines espurios, como disfrutar de unos días de asueto cuando el 
pariente enfermo ya está curado o incluso trabajando. La clave no radica en el alta 
hospitalaria, que por sí sola no excluye los cuidados del pariente, sino en el alta médica 
porque evidencia que ha desaparecido la razón última del permiso, justificado por la 
situación enfermedad del familiar”.


